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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de octubre del año 2014 dos mil catorce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 344/2014-JN, promovido por el ciudadano ****; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostenta sabedor del acto impugnado, lo que refiere fue el día 23 veintitrés de mayo del presente año 2014 dos mil catorce, sin que de las constancias del presente expediente se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, consistente en el oficio número TML/DGI/10123/2014 de fecha 21 veintiuno de mayo del año 2014 dos mil catorce, con el que se dio respuesta a la petición formulada el día 10 diez de marzo del presente año, por el impetrante, en la que solicitó se le aplique la cuota mínima del .234% al 50% 
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sobre el excedente que establece en el artículo 45, de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2014 dos mil catorce, respecto del inmueble ubicado en calle cerrada Cerro Gordo número 102-0 ciento dos guión cero, de la colonia Club Campestre, de esta ciudad, respecto del que es usufructuario vitalicio, y que donó a sus hijos; respuesta en la que se le dijo que de acuerdo al Padrón de contribuyentes del impuesto predial de este municipio, el inmueble señalado, se encuentra registrado a nombre de persona distinta al solicitante y que no acreditó su interés legal para solicitar dicha facilidad administrativa; se encuentra documentada en autos, con el original de dicho oficio, mismo que obra en el secreto del Juzgado Segundo Administrativo ( y es visible en autos, en copia certificada, a foja 15 quince). . . . .
Documental pública que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 117, 118, 121 y 131 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de un documento público, expedido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios Licenciada Mónica Graciela Villagordoa Viveros. . . . . . . . . . . . . . . . .
En virtud de lo anterior, se tiene por acreditada la existencia del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades señaladas como demandadas, al no habérseles tenido por contestando la demanda, no plantearon causal de improcedencia o de sobreseimiento alguna. .
No obstante lo anterior, por ser una cuestión de orden público, este Juzgador oficiosamente, advierte que en relación al Director de General de Ingresos, surte efectos la hipótesis de improcedencia contenida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, al resultar el acto impugnado -el oficio número  TML/DGI/10123/2014-  inexistente respecto de dicha autoridad. . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, de la lectura integral del oficio materia de la litis, no se desprende actuación o intervención alguna por parte del Director General de Ingresos, ya que sólo consta en el documento que lo contiene, el nombre y firma de la Directora de Impuestos Inmobiliarios, sin que en autos y del escrito de demanda, se desprenda la existencia de un acto administrativo que haya sido emitido y firmado por el citado Director, por lo que se concluye tajantemente, la actualización de la causal de improcedencia señalada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En consecuencia de lo anterior, con sustento en lo que se establece en la fracción II del artículo 262 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se decreta el sobreseimiento del presente proceso, única y exclusivamente, respecto del Director General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . .    
Continuando con el análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento, quien resuelve determina que no se actualiza ninguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, en cuanto al acto impugnado emitido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, por lo que en corolario, es procedente el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto en el escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . .

a).- Que el ciudadano **** donó a sus hijos de nombres Fernando José del Sagrado Corazón, Ma. del Sagrado Corazón y María José, de apellidos Arena Guedea, reservándose el usufructo vitalicio del inmueble ubicado en calle cerrada Cerro Gordo número 102 ciento dos de la  colonia Club Campestre, de esta ciudad; según se desprende de la Escritura Pública número 6,186 seis mil ciento ochenta y seis, de fecha 23 veintitrés de diciembre del año 2013 dos mil trece, otorgada ante la fe del Licenciado Ricardo Torres Álvarez, Notario Público número 68 sesenta y ocho de este Municipio; según se acredita con la copia certificada -por el mismo notario- de dicha escritura, la cual obra en el secreto de este juzgado (consultable en autos a fojas 28 veintiocho y 29 veintinueve del presente expediente). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
b).- Que con fecha 20 veinte de febrero del año en curso, solicitó que se le aplicara la cuota mínima del impuesto predial, al ser mayor de 60 sesenta años de edad, y que cuenta con el usufructo vitalicio de la casa habitación de referencia; lo que le fue otorgado, según el mismo lo refiere; pero de manera parcial, al aplicar la cuota mínima en cuanto al valor del inmueble que no rebasaba de las 40 cuarenta veces el salario mínimo vigente en el Estado elevado al año, según se desprende del artículo 164 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; pero no respecto de lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2014 dos mil catorce; por ello el 10 diez de marzo de este año, presentó nuevamente un escrito (Visible a fojas 10 diez a 14 catorce del expediente) ante la Tesorería, en los que señalaba porqué procedía su petición. 
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c).- A la última petición, la autoridad demandada -Directora de Impuestos Inmobiliarios- dio respuesta con el oficio impugnado, en el sentido de que, de acuerdo al Padrón de contribuyentes del impuesto predial de este municipio, el inmueble señalado, se encuentra registrado a nombre de persona diversa al solicitante y que no acreditó su interés legal para solicitar la aplicación de dicha facilidad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Resolución que la parte actora considera es ilegal, toda vez que estima que es incompetente la Directora de Impuestos Inmobiliarios para dar respuesta a su petición, -la que fue dirigida al Tesorero Municipal-, que no cumple con los elementos de validez de los actos administrativos y, que no se encuentra debidamente fundada y motivada, al desconocer su interés jurídico, mismo que señaló, ya le había sido reconocido por la autoridad al inicio de este año 2014 dos mil catorce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A lo expresado por el justiciable, la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada, no expresó cuestión alguna, al habérsele tenido por no contestando la demanda;  en ese sentido se tienen por ciertos los hechos que el actor le atribuya de manera precisa; de conformidad con lo señalado en el artículo 279, tercer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa aplicable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del oficio número TML/DGI/10123/2014 de fecha 21 veintiuno de mayo del año 2014 dos mil catorce, con el que la Directora de Impuestos Inmobiliarios, dio respuesta a la petición formulada por el actor el día 10 diez de marzo del presente año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Una vez precisado lo anterior, aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio al actor en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia, este Juzgador se avocará al estudio del concepto de impugnación que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que señala como II segundo, relativo a la incompetencia de la autoridad emisora del oficio que se impugna; sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes; sirviendo para ello el criterio sostenido por el Tribunal Colegiado de Circuito mencionado en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el señalado concepto, (palpable a fojas 3 tres y 4 cuatro del escrito de demanda), el actor argumentó en esencia, que la emisión del oficio impugnado adolece del elemento de validez previsto en la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que la Directora de Impuestos Inmobiliarios es incompetente para emitirlo; señalando textualmente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Lo anterior en virtud de que la Directora de Impuestos Inmobiliarios no cuenta con la competencia para dictar resolución a las consultas que formulen los contribuyentes…. En relación con situaciones reales y concretas sobre la aplicación de las disposiciones fiscales, como es el caso y que pretende fundamentar con el artículo 55 fracción II y 57 fracciones I, II y VIII del Reglamento Interior de la Administración… ya que esta solo tiene facultades para examinar y proponer alternativas de solución al Director General a efecto de dictar resolución sobre las consultas…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, la demandada, a lo largo del presente proceso, no realizó manifestación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizado lo expresado por las partes, así como las constancias que obran en este sumario, este Juzgador considera que es fundado el concepto de impugnación que se examina, en base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En primer término, es preciso establecer que atendiendo a que los actos de autoridad que incidan en la esfera jurídica de los gobernados requieren, para ser legales, entre otros requisitos, e imprescindiblemente, el que sean emitidos por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello está legitimado, expresándose como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, pues de lo contrario, se dejaría al afectado estado de indefensión, ya que al no conocer el sustento jurídico que faculte a la autoridad para emitir el acto, es evidente que no se le otorgaría la oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es o no conforme a la ley, para que esté en aptitud de hacer valer la ilegalidad del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sustenta tal aseveración, el criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

"COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE 
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SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” Contradicción de tesis 94/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno. No. Registro: 188,432. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XIV, Noviembre de 2001. Tesis: 2a./J. 57/2001. Página: 31. . . . . . . . . . . . 
Y en contraposición a lo asentado en los párrafos anteriores, se puede advertir que la Directora de Impuestos Inmobiliarios es incompetente para emitir la resolución que se impugna, toda vez que como lo mencionó el actor, dicha autoridad basó su competencia en lo dispuesto en los artículos 55 fracción II y 57 fracciones I, II y VIII del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato; pero del análisis de los mismos no se advierte la competencia para resolver sobre la aplicación o no de la cuota mínima ni de autorizar o no la aplicación de la tasa del 50% sobre el excedente del valor del inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

Ello es así, toda vez que al remitirnos a las atribuciones de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios contenidas en el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, a fin de determinar si cuenta con facultades en el presente asunto, se vislumbra que no cuenta con facultades o atribuciones en este sentido; pues el artículo 55 en su fracción II, lo que refiere es que la Dirección General de Ingresos debe planear, apoyar, coordinar y supervisar entre otras direcciones de área, la de Impuestos Inmobiliarios; en tanto que el artículo 57, en sus fracciones I, II y VII, establece como facultades de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios, el actualizar el padrón del contribuyente predial, generar la determinación y liquidación de las contribuciones a la propiedad inmobiliaria, así como las demás que señalen el mismo ordenamiento y otras disposiciones legales (sin referirla en concreto); destacándose que la fracción VII de ese mismo precepto, se refiere a la facultad de examinar y proponer alternativas de solución a efecto de dictar resolución sobre las consultas que se formulen respecto a situaciones reales sobre la aplicación de las disposiciones fiscales; sin embargo, de esta última facultad, se interpreta que sólo puede examinar y proponer alternativas de solución, pero no de resolver directamente, pues es facultad única y exclusivamente, de su superior jerárquico, el Director General de Ingresos, el resolver las consultas que formulen los contribuyentes y las dependencias, sobre las situaciones reales y concretas, acerca de la aplicación de las disposiciones fiscales, de acuerdo a lo señalado en el artículo 54 de ese mismo Reglamento Interior, en sus fracciones XIV y XXVI así como el dirigir y autorizar los movimientos en el padrón de contribuyentes del predial, prevista en el artículo XIX de ese mismo ordenamiento; luego entonces, como bien lo ha señalado el actor, la Directora de Impuestos Inmobiliarios no era la autoridad competente para dar respuesta  a lo solicitado por el actor; debiendo agregar que tampoco se advierte delegación expresa (acuerdo delegatorio) del titular de la Dirección General de Ingresos en ese sentido . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, por todo lo antes argumentado, es de concluir que la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada, carece de competencia para dar respuesta a la solicitud presentada por el ciudadano ****. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, para quien resuelve, la resolución impugnada no cumple con el elemento de validez previsto en la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; que se refiere a que todo acto administrativo debe ser expedido por autoridad competente, por lo que dicha resolución, contenida en el oficio número TML/DGI/10123/2014 de fecha 21 veintiuno de mayo del año 2014 dos mil catorce, con el que se dio respuesta a la petición formulada el día 10 diez de marzo del presente año, por el impetrante, en la que solicitó se le aplique la 
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cuota mínima del .234% al 50% sobre el excedente que se establece en el artículo 45, de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2014 dos mil catorce, respecto del inmueble ubicado en calle cerrada Cerro Gordo número 102-0 ciento dos guión cero, de la colonia Club Campestre, de esta ciudad, debe declararse nula al actualizarse la causa de nulidad prevista en la fracción I del artículo 302, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en mención, por lo que con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es procedente decretar su Nulidad Total; por lo que al ser incompetente la autoridad emisora del acto impugnado; por lo que en consecuencia de lo anterior, la Directora de Impuestos Inmobiliarios deberá canalizar la petición del justiciable al Titular de la Dirección General de Ingresos (autoridad competente), a efecto de que éste, tomando en consideración que el ciudadano **** es mayor de 60 años y tiene el usufructo vitalicio de la vivienda que habita, con plenitud de competencia de respuesta fundada y motivada  a lo solicitado,  notificándole la misma conforme a derecho. 

Al respecto, este Juzgador estima que resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“AUTORIDADES INCOMPETENTES. SUS ACTOS NO PRODUCEN EFECTO ALGUNO.  La garantía que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, denota que la competencia de las autoridades es uno de los elementos esenciales del acto administrativo. Entre sus características destacan las siguientes: a) requiere siempre de un texto expreso para poder existir; b) su ejercicio es obligatorio para el órgano al cual se atribuye y c) participa de la misma naturaleza de los actos jurídicos y abstractos, en el sentido de que al ser creada la esfera de competencia, se refiere a un número indeterminado o indeterminable de casos y su ejercicio es permanente porque no se extingue en cada hipótesis. Ahora bien, estas características encuentran su fundamento en el principio de legalidad, según el cual, las autoridades del Estado sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma y términos que la misma determina, de tal manera que esta garantía concierne a la competencia del órgano del Estado como la suma de facultades que la ley le da para ejercer ciertas atribuciones. Este principio se encuentra íntimamente adminiculado a la garantía de fundamentación y motivación, que reviste dos aspectos: el formal que exige a la autoridad la invocación de los preceptos en que funde su competencia al emitir el acto y el material que exige que los hechos encuadren en las hipótesis previstas en las normas. En este sentido, como la competencia de la autoridad es un requisito esencial para la validez jurídica del acto, si éste es emitido por una autoridad cuyas facultades no encuadran en las hipótesis previstas en las normas que fundaron su decisión, es claro que no puede producir ningún efecto jurídico respecto de aquellos individuos contra quienes se dicte, quedando en situación como si el acto nunca hubiera existido.” Novena Epoca. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XIV, Octubre de 2001. Tesis: 2a. CXCVI/2001. Página:   429. Inconformidad 292/2001. Víctor Hugo Bravo Pérez. 5 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Oliva Escudero Contreras. . . . . 

También Sirve de apoyo, el criterio de nuestro máximo Tribunal en el País, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . .

SEPTIMO.- En virtud de que la autoridad emisora del acto impugnado es incompetente para ello, y que el concepto de impugnación relativo, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto impugnado; no se realizará el estudio de los restantes conceptos de impugnación esgrimidos por el impetrante, ya que su análisis no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución, al haberse emitido tal acto por una autoridad incompetente. . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala:  

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- De lo solicitado por el justiciable, se encuentra también la  pretensión consistente en el reconocimiento del derecho a que se le otorgue de manera favorable, su petición de que tiene interés jurídico para solicitar la cuota mínima, al contar con el usufructo vitalicio de la casa-habitación en la que reside; y se determine y liquide el impuesto predial para el presente año, aplicando el beneficio de la cuota mínima contemplada en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2014 dos mil catorce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Expediente número 344/2014-JN

No ha lugar a condenar a la autoridad demandada a lo solicitado por la parte actora; en virtud de que en el presente asunto se decretó la nulidad total de la resolución impugnada, al resultar, como ya quedo establecido en supralíneas, que la Directora de Impuestos Inmobiliarios es incompetente para emitirla; pero con la consecuencia de que sea el Director General de Ingresos quien finalmente dé respuesta a lo solicitado; por lo que tales pretensiones derivan y dependen de lo que dicha autoridad resuelva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249; 287, 298, 299, 300, fracción III; y, 302, fracciónI  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal es competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso, respecto del Director General de Ingresos de acuerdo a lo expuesto en el Considerando Cuarto de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto por el ciudadano Fernando Arena Torres Landa, en contra del oficio impugnado, emitido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad del oficio número TML/DGI/10123/2014 de fecha 21 veintiuno de mayo del año 2014 dos mil catorce, con el que se dio respuesta a la petición formulada el día 10 diez de marzo del presente año; con la consecuencia de que la Directora de Impuestos Inmobiliarios deberá canalizar la petición del justiciable al Director General de Ingresos (autoridad competente), a efecto de que éste, tomando en consideración que el ciudadano **** es mayor de 60 años y usufructuario de la vivienda que habita, con plenitud de competencia de respuesta, debidamente fundada y motivada, a lo solicitado, notificándole la misma conforme a derecho. . . . . . . . . 
Lo que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria esta resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas. Lo anterior atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


QUINTO.- No ha lugar a condenar a las autoridades demandadas a lo solicitado por la parte actora; lo anterior atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Octavo de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

